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Petición de contribuciones para la preparación del informe del Mecanismo Internacional de Expertos Independientes para promover la justicia y la igualdad raciales en el contexto de la labor de los organismos encargados de hacer cumplir la ley, de conformidad con la resolución 47/21 del Consejo de Derechos Humanos



	El Centro de Defensa del Niño y del Adolescente (CEDECA Ceará) es una organización no gubernamental (ONG) cuya misión es defender los derechos del niño y del adolescente, especialmente cuando son violados por acción u omisión de los poderes públicos, buscando el ejercicio pleno y universal de los derechos humanos y contribuyendo a la construcción de un modelo de sociedad libre de opresiones estructurales. La ONG se compone de cuatro núcleos estratégicos, a saber: Servicio, Monitoreo, Formación y Comunicación. El núcleo de Monitoreo recoge datos sobre la violación de los derechos de los niños y adolescentes por parte del Estado. El núcleo de Atención presta asistencia en situaciones de violación de los derechos de esos niños y adolescentes, además de orientarlos hacia los organismos responsables de detener la violencia, reparar sus derechos y responsabilizar a los implicados.
	En esta perspectiva, CEDECA Ceará monitorea el Sistema Socioeducativo de Ceará cada tres años desde 2008. El 	último monitoreo fue realizado en 2022, en el cual los datos fueron analizados desde una perspectiva interseccional, considerando que los marcadores sociales de género y raza intensifican la violencia, incluyendo la violencia institucional. Hubo numerosas denuncias de violencia institucional, cometida por agentes socioeducativos contra adolescentes en situación de privación de libertad, especialmente agresiones físicas y psicológicas, amenazas y torturas, como patadas, puñetazos en la cara, desnudamientos y amenazas. Además, en el Centro Socioeducativo Aldaci Barbosa Mota (CSABM), que atiende a chicas y chicos transexuales, se denunciaron casos de violencia sexual cometidos por socioeducadores contra alumnos socioeducativos, no existiendo un flujo interno en el centro que garantice el cese de la violencia y la reparación de los derechos. En cuanto a la violencia de género, en el citado centro, los socioeducadores utilizan términos peyorativos para referirse a los chicos transexuales y a las chicas lesbianas, y sus dormitorios están separados del resto de adolescentes.                                                                           
También hubo denuncias de violencia policial durante la aprehensión, que iban desde insultos hasta violencia física y tortura, y aunque se realizaron los exámenes del cuerpo del delito, no hubo continuidad en el proceso de reparación de derechos y responsabilización de los involucrados. Así como, denuncias de ingreso de policías armados a los centros de internamiento juvenil, con la justificación de cesar conflictos, agrediendo físicamente a los adolescentes y utilizando armas de efecto moral. En este sentido, tanto en lo que se refiere a los agentes socioeducativos como a la policía, los informes muestran prácticas de abuso de poder, amedrentamiento, agresiones físicas y amenazas.
[bookmark: _GoBack]	Como buena práctica, cabe destacar la existencia de núcleos y centros de referencia especializados en la atención a las víctimas de la violencia, incluida la violencia estatal. Entre ellos, cabe destacar: el Núcleo de Asistencia a las Víctimas de la Violencia, del Ministerio Público de Ceará, responsable de promover la protección integral a las víctimas directas e indirectas de la violencia, proporcionando la atención de las demandas de seguridad, salud, psicológicas y sociales.O Centro de Referência e Acompanhamento às Vítimas da Violência (CRAVV), serviço da Secretaria de Protecção Social, Justiça, Cidadania, Mulheres e Direitos Humanos, atiende às vítimas directas e indiretas de homicidio, tentativa de homicidio, robo, tortura, violação e violação de vulneráveis. Ambos equipos ofrecen asistencia jurídica y psicosocial a las víctimas de la violencia de Estado.
	HOMICIDIOS DE NIÑOS Y ADOLESCENTES EN CEARÁ
El contexto de altos números de homicidios de niños y adolescentes en Brasil coloca al país en una epidemia de muertes violentas. Según el Anuario Brasileño de Seguridad Pública, de 2016 a 2020, 35.000 niños y adolescentes de hasta 19 años fueron asesinados. En 2021, la tasa de muertes violentas letales intencionales de adolescentes de 12 a 17 años es de 12,8. Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), se considera un escenario epidémico cuando las muertes superan una tasa de 10 por cada 100.000 habitantes.
A nivel local, Ceará es el segundo estado de Brasil con más muertes violentas de niños y adolescentes. En los años 2020 y 2021, Ceará contabilizó 626 muertes violentas intencionales de niños y adolescentes, detrás del estado de Bahía, según datos del Anuario Brasileño de Seguridad Pública. Los datos muestran una media de un asesinato por día de víctimas de hasta 17 años y sitúan al Estado en el ranking de los lugares más violentos para los menores.
En 2022, de acuerdo con la base estadística de la Secretaría de Seguridad Pública y Defensa Social - SSPDS, el estado registró 2.970 víctimas de Crímenes Violentos Letales e Intencionales (CVLI), de estas 304 eran niños y adolescentes (0 a 18 años), siendo 05 homicidios de niños (0 a 11 años) y 299 homicidios de adolescentes (12 a 18 años). 
En relación con el sexo de las víctimas infantiles y adolescentes, en 2022 fueron asesinadas 37 niñas y 267 niños. En comparación con los datos de homicidios de 2021, las muertes de niñas se redujeron un 33,93% (hubo 56 en 2021) y las de niños un 17,34% (hubo 323 en 2021).
En lo que respecta a la identificación racial de las víctimas, existe un claro problema de ausencia en la base de datos puesta a disposición por la Secretaría de Seguridad Pública y Defensa Social de Ceará, ya que no se divulga el perfil racial de las víctimas de homicidios, lo que dificulta la realización de análisis importantes sobre las relaciones sociales.
Los estudios del Foro Brasileño de Seguridad Pública destacan un patrón que identifica que la población negra sigue siendo la principal víctima de Muertes Intencionales Violentas (MVI) (77,6% de las víctimas de homicidio intencional, por ejemplo, pero alcanzan 84,1% de las víctimas de muertes resultantes de intervenciones policiales), según datos del Anuario Brasileño de Seguridad Pública (2022).
Por el contrario, las muertes debidas a la intervención policial crecieron. En 2022 se registraron 152 muertes, lo que supone un aumento del 21,6% respecto a lo registrado en 2021 y una media de 12,6 muertes al mes. El año 2022 presentó el mayor número de muertes por intervención policial desde 2018, cuando se registraron 221 casos. Los datos de los últimos 10 años muestran que 2022 fue el tercer año con mayor número de muertes por intervención policial, solo por detrás de 2018 (con 221) y 2017 (con 161 casos).
En 2022, Ceará tuvo la quinta mayor tasa de homicidios de Brasil, con 24,2, según el Monitor de Violencia, una encuesta realizada por el Centro de Estudios de la Violencia de la Universidad de São Paulo (NEV-USP) y el Foro Brasileño de Seguridad Pública. Según el estudio, Ceará sólo está por detrás de Pernambuco (26,3) homicidios por 100.000 habitantes); Bahía (25,3); Alagoas (24,7); Amazonas (24,3). El estudio también muestra que entre los 10 estados más violentos del país, seis son del Nordeste. Hubo la mayor caída en el número de homicidios en el tercer trimestre de 2022, con una disminución de casi el 5%. Hubo más de 700 muertes menos, impulsadas principalmente por Bahía (-11% de las muertes) y Ceará (-8%). Cabe destacar que la reducción no ocurre de forma homogénea en las 27 Unidades de la Federación.
	Aunque haya habido una disminución en el número de homicidios en los últimos años, la reducción aún es incipiente y Ceará permanece entre los estados más violentos del país. Contradictoriamente, al analizar la ejecución presupuestaria de la política de seguridad pública en Ceará, se evidencia la significativa expansión de recursos en los últimos 21 años. O Ceará executou, no âmbito da segurança pública, um montante que passou de R$ 995 milhões em 2001 para 4,2 milhões, um aumento de 320,7% na série histórica. A eficácia do modelo de segurança pública do Ceará é questionada, pois tal aumento na execução do orçamento não tem representado a diminuição dos principais indicadores relacionados com o grave contexto de violência que tem afetado o Estado do Ceará, nomeadamente no que diz respeito à taxa de homicidios e ao Índice de Homicidios Adolescentes. Es evidente que el presupuesto se destina principalmente a las acciones ostensivas del Estado a través de la policía.
En este sentido, cabe destacar un trágico episodio que acompaña al Cedeca desde hace algunos años: la Masacre de Curió, ocurrida en la madrugada del 12 de noviembre de 2015, donde 11 personas fueron asesinadas en menos de seis horas. De acuerdo con el informe ofrecido por el Ministerio Público, la "Gran Messejana", ubicada en las afueras de Fortaleza, fue testigo de las acciones criminales de decenas de policías militares, que habrían actuado en connivencia en respuesta al asesinato de un compañero. 
Además, aún con la gravedad demostrada del episodio, el Estado no ha proporcionado políticas de apoyo a las víctimas de la violencia, considerando las necesidades especiales de quienes viven un duro duelo. A pesar del alto presupuesto destinado a la seguridad pública, no existe una política específica para enfrentar los altos índices de homicidios de adolescentes. En este contexto, el Foro Permanente de ONG defensoras de los derechos de los niños y adolescentes de Ceará (Foro DCA Ceará), el Comité Cearense de Prevención de Homicidios en la Adolescencia (CCPHA) y representantes de la legislatura municipal elaboraron una enmienda al Plan Plurianual (PPA) 2018-2021 de Fortaleza, insertando el programa Cada Vida Importa en los instrumentos de planificación, basándose en las evidencias y recomendaciones del informe "Cada Vida Importa". La investigación fue dirigida por CCPHA en 2016 y en colaboración con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) e instituciones de la sociedad civil.
Sin embargo, el programa Cada Vida Importa, cuyo objetivo es la prevención de homicidios en adolescentes, presentó 0% de ejecución presupuestaria en todas las acciones desde el año de implementación, en 2018. En 2023, el programa se extinguió del presupuesto municipal.
Este es un retrato de la cruel realidad de Fortaleza, una ciudad marcada por desigualdades sociales directamente relacionadas con la dinámica racial. Aunque el Instituto de Investigación y Estrategia Económica de Ceará (IPECE)[footnoteRef:1] señala que el 72,5% de la población del estado se declara negra, la ausencia de políticas públicas dirigidas a este grupo de población alimenta una realidad discriminatoria, relacionada directamente con los altos índices de víctimas de la violencia institucional.  [1:  Instituto de Investigación y Estrategia Económica de Ceará -IPECE Informe PRAD 2021 / Instituto de Investigación y Estrategia Económica de Ceará (IPECE) / Fortaleza -Ceará: IPECE, 2021] 
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